INFORME DE LA COMISIÓN DE OBRAS PÚBLICAS, TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, SOBRE EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL DECRETO SUPREMO N°294, DE 1984, DEL MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS, QUE FIJÓ EL TEXTO REFUNDIDO, COORDINADO Y SISTEMATIZADO DE LA LEY N°15.840, ORGÁNICA DEL MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS Y DEL DECRETO CON FUERZA DE LEY N°206, DE 1960, LEY DE CAMINOS.





BOLETÍN N°1084-09 (S)


________________________________________________________________


HONORABLE CÁMARA:





Vuestra Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, pasa a informaros, en segundo trámite constitucional y primero reglamentario, acerca del proyecto de ley iniciado en un mensaje de S.E. el Presidente de la República, que modifica el decreto supremo N°294, de 1984, del Ministerio de Obras Públicas, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°15.840, Orgánica del Ministerio de Obras Públicas y del decreto con fuerza de ley N°206, de 1960, ley de Caminos.


Durante el estudio de esta iniciativa, vuestra Comisión contó con la asistencia y la colaboración del Director de Vialidad, señor Oscar Ferrel Martínez, y del Fiscal del Ministerio de Obras Públicas, señor Aliro Verdugo.


Concurrieron, asimismo a la Comisión, el Presidente de la Asociación Nacional de Trabajadores de Vialidad del Ministerio de Obras Públicas, señor Cipriano Aldea Gacitúa; el Presidente de la Asociación Nacional de Constructores Civiles del Ministerio de Obras Públicas, señor Arturo Richmagui; el Presidente de la Asociación Nacional de Ingenieros del Ministerio de Obras Públicas, señor Zeus Aguilera González; el Vicepresidente de la Asociación Nacional de Ingenieros del Ministerio de Obras Públicas, señor Nelson Escobar Inostroza; el Presidente de la Agrupación Nacional de Trabajadores del Ministerio de Obras Públicas, señor Osvaldo Duarte Gaete; el Presidente de la Asociación Nacional de Funcionarios Administrativos, Técnicos y Auxiliares del Ministerio de Obras Públicas, señor Juan Lira Barahona; el Tesorero de la Agrupación Nacional de Trabajadores del Ministerio de Obras Públicas, señor Manuel Carrasco González; la Secretaria General de la misma Agrupación, señora María Elena Iturrieta; el Presidente Nacional de la Asociación Anfavial y Vicepresidente de la Asociación Nacional de Funcionarios Administrativos del Ministerio de Obras Públicas, señor Hugo Pincheira; el Gerente General de la Asociación de Empresas de Servicio Público (A.G.), señor Rafael Salas Rengifo; el Gerente General de la Compañía de Electricidad, señor Guillermo Matta Fuenzalida; el abogado de la Compañía de Teléfonos de Chile, señor Enrique Eberle, el ingeniero de la Compañía de Teléfonos de Chile, señor Erwin Kruger, y el Gerente de la Empresa Eléctrica de Melipilla, Colchagua y Maule (EMEL), señor Juan Carlos Gómez.





I.-	FUNDAMENTOS DEL PROYECTO.


El Ejecutivo propone modificar el decreto supremo N°294, de 1984, del Ministerio de Obras Públicas, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°15.840, orgánica del Ministerio de Obras Públicas, y el decreto con fuerza de ley N°206, de 1960, del mismo Ministerio, con el objeto de adecuar algunas de sus disposiciones a la actual contingencia que enfrenta el Ministerio de Obras Públicas al autorizar los accesos a caminos públicos y otras instalaciones en obras de su competencia.


La actual normativa, le otorga facultades al Ministerio de Obras Públicas para que autorice la apertura de accesos a caminos nacionales y prohíba cualquier otro tipo de acceso a dichos caminos, cuando éstos puedan constituir un peligro para la seguridad del tránsito o entorpecer la libre circulación por ellos.


En el mensaje del Ejecutivo se indica que dichas facultades están referidas sólo a los caminos nacionales, vale decir, al camino longitudinal, a aquellos que unen las capitales regionales y de provincia con éste, o con los puertos, aeropuertos y pasos internacionales, y a los que sean calificados como tales por el Presidente de la República.


La proposición del Ejecutivo consiste en incorporar todos los caminos públicos, esto es, nacionales y regionales, a las actuales necesidades de protección de las vías públicas, frente al flujo creciente de tránsito, por cuanto dicha situación provoca riesgo para los usuarios, congestión vehicular y deterioro prematuro de los caminos.


Además, se plantea que debido al desarrollo industrial y residencial que experimentan los sectores aledaños a caminos públicos, es preciso precaver el impacto que pueden ocasionar en éstos sus nuevos accesos, por lo que se hace necesario modificar el actual artículo 41 del citado decreto supremo 294, de 1984, a fin de que las municipalidades, antes de dar su autorización en relación a los sectores industriales o residenciales nuevos, deban consultar previamente al Ministerio de Obras Públicas sobre la infraestructura complementaria que debe construirse en los referidos accesos.  Se añade que esta situación tiene por objeto regular el mantenimiento y la eficiente utilización de dichos accesos y establecer que el costo y ejecución de las señaladas obras viales sea de cargo de los respectivos propietarios de las nuevas construcciones y urbanizaciones.  La modificación que se plantea obedece a que se estima que no es posible evaluar los proyectos privados que tienen cierta envergadura, sin incluir en sus costos un mínimo de infraestructura vial que permita a sus usuarios acceder adecuadamente a los caminos públicos aledaños.


También se postula que se le otorguen facultades al Ministerio de Obras Públicas para limitar total o parcialmente el acceso y circulación de transporte pesado en los caminos públicos no pavimentados, cuyo deterioro puede verse incrementado por el intenso tráfico vehicular producto de actividades industriales, forestales o mineras, en temporada invernal o de alta pluviosidad, a fin de evitar su deterioro prematuro.


Por otra parte, el Ejecutivo indica que es necesario modificar la autorización que otorga el Ministerio de Obras Públicas, de acuerdo a lo dispuesto por el actual artículo 42 del citado decreto supremo N°294, de 1984, para efectuar instalaciones en caminos públicos y puentes, con el objeto de precisar que el emplazamiento y paso de las referidas instalaciones deberán estar condicionados a la destinación y uso principal de la infraestructura vial donde han sido autorizadas.  Se plantea que se incorpora en este concepto las fajas de dominio de los caminos públicos y la mención expresa que el mantenimiento, conservación y retiro de las instalaciones será de cargo de los respectivos propietarios.  Acorde con este principio, se estima conveniente que el cambio de ubicación de las instalaciones sea siempre de cargo exclusivo de sus propietarios, toda vez que en la actual normativa se establece que éste es de cargo del interesado, es decir, la Dirección de Vialidad.


Se destaca, además, la conveniencia de considerar la obtención de recursos adicionales para el Ministerio de Obras Públicas, a través de la publicidad en los boletos de peaje o de pesaje, dado su carácter masivo y de cobertura nacional.


También se incluye en el proyecto una disposición que concilie la normativa de la ley N°18.834, sobre cambio de régimen jurídico de los trabajadores de la Administración Pública regidas por el Código del Trabajo, y las normas que regulan la contratación de dicho personal por el Ministerio de Obras Públicas, para igualarla con la norma del Estatuto Administrativo.


El Ejecutivo propone agregar a las facultades del Ministerio de Obras Públicas, contenidas en el artículo 5° del decreto supremo N°294, de 1984, la de disponer, por orden del Presidente de la República, y por razones de buen servicio, la vacancia del cargo de los funcionarios del Ministerio y de sus servicios dependientes, que tengan 65 o más años de edad.  La necesidad de incorporar esta norma a la ley orgánica del Ministerio de Obras Públicas, como facultad ministerial fundada en razones de servicio que señalen los jefes de los servicios respectivos, obedece a la naturaleza de las tareas que debe cumplir en forma habitual el personal operativo del Ministerio.  En efecto, los requerimientos excepcionales a que está sometido dicho personal, a diferencia de otros servidores públicos, impide generalmente que su capacidad de respuesta se mantenga en buenas condiciones luego de cumplir largos años de trabajo en sus faenas.  Por la misma razón, el personal que ya cumplió con las condiciones para acogerse a jubilación puede estar expuesto en mayor medida a accidentes laborales.


Se indica, a su vez, por parte del Ejecutivo, que la ley N°19.020 permitió el encasillamiento del personal del Ministerio de Obras Públicas.


Su artículo 8° facultó al Presidente de la República para fijar las plantas y los requisitos generales y específicos de los cargos del personal del Ministerio de Obras Públicas y de sus servicios dependientes, de la Superintendencia de Servicios Sanitarios y del Instituto Nacional de Hidráulica.  Asimismo, dispuso que una vez publicados los decretos supremos de fijación de plantas, el Ministerio procedería a encasillar en ellas al personal de planta y, en lo posible, al personal a contrata que se encontraba en servicio.


En su inciso cuarto, se precisa que el uso de la facultad antes citada no podría significar para el personal en servicio, discriminación de grado o remuneración, ni de bienios de que estuviera gozando a la fecha del encasillamiento, aunque se produjeren cambios de grado o de “otros beneficios”.


Se plantea que la Contraloría General de la República ha restringido el alcance que tiene la expresión “otros beneficios”, contenida en el mencionado inciso cuarto del artículo 8°.  En efecto, el organismo contralor ha informado que los encasillamientos constituyen mecanismos generales de provisión de empleos, que se rigen por la perspectiva que los ordena y a cuyo cumplimiento debe atenerse la autoridad al materializarlos.  El referido inciso cuarto ha protegido específicamente derechos económicos –como la renta, el grado y los bienios-, de manera que no es dable sostener que la expresión genérica “otros beneficios”, que emplea la regla, puede extenderse a derechos no remuneratorios, como son, por ejemplo, las franquicias previsionales.


Por último, se indica que la norma aclaratoria que se propone permite despejar dudas sobre la procedencia del referido derecho previsional como consecuencia de la ley N°19.020.  Añade que es preciso señalar que una regla de protección similar fue establecida por la ley N°18.834, Estatuto Administrativo, con ocasión de la adecuación de plantas prevista por dicha ley, como asimismo, en otros cuerpos legales que posteriormente han autorizado nuevos encasillamientos de personal, en diversos servicios de la Administración Pública.


Finalmente, se señala que, en consideración a la diversidad de cuerpos legales que se han dictado respecto de las funciones que realiza el Ministerio de Obras Públicas, se faculta al Presidente de la República para que dicte un nuevo texto que refunda, coordine y sistematice toda la legislación vigente sobre dicho Ministerio.


**************





Para materializar la idea anterior, el H. Senado ha prestado aprobación a un proyecto de ley que consta de tres artículos permanentes y uno transitorio.


El artículo 1°, a través de cinco numerales, modifica los artículos 17, 41, 42, 74 y 87 del decreto supremo N°294, de 1984, del Ministerio de Obras Públicas, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°15.840, Orgánica del Ministerio de Obras Públicas, y del decreto con fuerza de ley N°206, de 1960, del mismo Ministerio, que refundió y uniformó las leyes sobre construcción y conservación de caminos, con los siguientes propósitos:





a) Establecer que a la Dirección de Vialidad le corresponde realizar el estudio, proyección, construcción, mejoramiento, defensa, reparación, conservación y señalización de los caminos, puentes rurales y sus obras complementarias que se ejecuten con fondos fiscales o con aporte del Estado y que no correspondan a otros servicios de la Dirección General de Obras Públicas.


(N°1, que modifica el artículo 17).





b) Facultar a la Dirección de Vialidad para que autorice abrir caminos de acceso desde los predios colindantes a los caminos nacionales .


(N°2, que modifica el artículo 41).





c) Establecer que la Dirección de Vialidad autorizará la instalación y paso por los puentes, de tuberías para la conducción de líquidos, gases o cables, y de postaciones con alambrado telefónico o de corriente eléctrica, siempre que no afecte su estabilidad.  Además, sólo podrán colocarse en los caminos públicos, líneas de teléfono, de telégrafo y de transmisión de energía eléctrica; cañerías de agua potable y de desagües, con la autorización de la Dirección de Vialidad y en la forma y condiciones que ella determine.


(N°3, que modifica el artículo 42).





d) Individualizar la fuente de recursos con que cuenta la Dirección General de Obras Públicas.


(N°4, que modifica el artículo 74).








e) Señalar que las obras públicas fiscales podrán ejecutarse, mediante contrato adjudicado en licitación pública nacional o internacional y la reparación o mantención podrá ser objeto de contrato de concesión.


(N°5, que modifica el artículo 87).





El artículo 2° declara la interpretación del inciso cuarto del artículo 8° de la ley N°19.020, en cuanto a que el encasillamiento efectuado de acuerdo a las nuevas plantas del Ministerio de Obras Públicas y de sus servicios dependientes, de la Superintendencia de Servicios Sanitarios y del Instituto Nacional de Hidráulica, no pudo significar, para el personal en actual servicio, disminución de grado o remuneración, ni de bienios de que esté gozando en la fecha del encasillamiento, aunque se produjeren cambios de grado, o de otros beneficios.


La norma propuesta interpreta la expresión “otros beneficios”.  En tal sentido, declara que el personal de dichos servicios que se encontraba en un grado tope en la respectiva planta o en un cargo en la planta directiva, hasta el momento en que entrara en vigencia las nuevas plantas, mantiene el derecho previsional a jubilar con el beneficio derivado de dicha condición, cualquiera haya sido el grado en que hubiera sido encasillado.


La norma se fundamenta en razón de una interpretación restrictiva que ha hecho la Contraloría General de la República.





El artículo 3° faculta al Presidente de la República para que, en el plazo de un año, contado desde la publicación de la ley, fije un nuevo texto, refundido, coordinado y sistematizado de toda la normativa legal relacionada con las funciones del Ministerio de Obras Públicas.





El artículo transitorio dispone que los derechos a que se refiere el inciso tercero del artículo 42 del decreto supremo N°294, de 1984, sólo serán exigibles respecto de aquellos permisos y contratos de concesión otorgados con posterioridad a la publicación de esta ley.























II.-	DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL DEL PROYECTO.


Durante la discusión en general del proyecto habida en el seno de vuestra Comisión, existió amplio acuerdo en legislar sobre la materia.


Concurrieron, en representación del Ministro de Obras Públicas, el Director Nacional de Vialidad, señor Oscar Ferrel, y el Fiscal del Ministerio, señor Aliro Verdugo, quienes expresaron el parecer que tiene el Ministerio respecto de esta iniciativa legal, aprobada por el H. Senado.


El señor Ferrel señaló que este proyecto es una ley miscelánea.  Uno de los temas que incluye está referido a la posibilidad de ordenar el cierre temporal o definitivo de los accesos a los caminos, en razón de resguardar el Estado de éstos, producto de la apertura de accesos en forma indiscriminada que se produce respecto de los mismos.  Añadió que en muchas ocasiones, simplemente se abre el acceso a un camino y luego se busca su regularización.  Actualmente, la ley contempla una facultad reguladora de la Dirección de Vialidad, la que está restringida a los caminos nacionales.  Con el proyecto de ley se pretende que la facultad se confiera respecto de los caminos que constituyen la red básica.  Indicó que, de los 80 mil kilómetros de camino que tiene el país, entre 24 mil y 25 mil kilómetros de camino corresponden a lo que se conoce como red básica, cuya característica fundamental es que por sobre ella transita el 90% del flujo vehicular nacional.  Respecto de esa red, el proyecto pretende conferir a la Dirección Nacional de Vialidad las facultades que sólo tiene respecto de los caminos nacionales.


Otro aspecto que se plantea en esta iniciativa es lo que se refiere a las fajas fiscales de los caminos públicos, las que son de competencia de la Dirección Nacional de Vialidad y están destinadas, principalmente, al uso de las obras que realizan las empresas en los caminos.  Por lo tanto, se hace necesario que la Dirección de Vialidad fije los términos para que un particular o las empresas puedan instalar sus servicios en las fajas.  Añadió que la Dirección de Vialidad deberá exigir el cumplimiento de ciertas normas, a fin de no tener la obligación de pagar a las empresas los costos de traslado de sus instalaciones.


Indicó que otro tema que se incorpora en el proyecto es el que autoriza a la Dirección de Vialidad para que pueda hacer publicidad en los boletos de peaje, o de pesaje o en cualquier otro recibo que emita la Dirección General de Obras Públicas o de sus servicios dependientes.


Otra materia que se plantea en el proyecto es que la Dirección de Vialidad pueda regular el acceso a los caminos públicos en épocas de alta pluviosidad.  Agregó que la Dirección de Vialidad periódicamente mejora el Estado de los caminos públicos secundarios, los que normalmente se deterioran en épocas de lluvia, debido principalmente a la explotación forestal y otras similares, por lo que es imprescindible regular este acceso y exigir a los usuarios que participen en la reposición del camino a la situación original en que se encontraba.  Añadió que la idea es regular y no prohibir el desarrollo de las actividades productivas.


El señor Verdugo, fiscal del Ministerio de Obras Públicas, expresó que el proyecto plantea algunas ideas en torno al manejo del personal del Ministerio de Obras Públicas.  En el nuevo artículo 71 bis que se propuso en el mensaje y que fue excluido por el H. Senado, se dispone que los funcionarios regidos por el Código del Trabajo a la fecha de dictación del actual Estatuto Administrativo puedan acceder al estamento de funcionarios regidos por ese cuerpo legal, en la medida en que cumplan con los requisitos que en él se prescriben.  Explicó que el Ministerio de Obras Públicas tiene un gran universo de personas que prestan sus servicios desde hace muchísimo tiempo y están regidos por el Código del Trabajo.  Añadió que la mayoría de dichas personas cumplen con los requisitos que el Estatuto Administrativo establece para ser empleado propiamente tal, de manera que no se pretende hacer una exención de requisitos para se empleado público.  En todo caso, el cambio de calidad jurídica de los funcionarios que corresponda se hará en la medida en que se cumplan con los requisitos, que existan cupos en la planta y disponibilidad presupuestaria para contratarlos.


Señaló que, en otro orden de cosas, se desea salvar una situación de hecho que ocurrió con el personal del Ministerio.  La ley N°19.020 permitió encasillar al personal de la planta directiva del Ministerio de Obras Públicas, de acuerdo con el mecanismo que estableció dicha ley.  El personal que al momento de ser encasillado ocupaba posiciones destacadas en el escalafón –topes de escalafón- quedó en posiciones intermedias o inferiores.  Así, la expectativa de acceder a una pensión especial, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 132 del Estatuto Administrativo, la perdieron por el desperfilamiento de jerarquía que sufrieron debido al encasillamiento.  Por lo tanto, se produjo una injusticia accidental que el proyecto persigue solucionar, señalando que las personas que habían ocupado posiciones jerárquicas, no obstante la posición nueva en la que quedaron con el encasillamiento, mantendrán la posibilidad de acceder a una jubilación en los términos en que se encontraban después de una larga carrera funcionaria.  Agregó que se trata de personas que, casi en su totalidad, se encontraban acogidas al sistema estatal de previsión y que, por lo tanto, habían autofinanciado su pensión.  Cuando sobrevino el encasillamiento y dejaron de ser tope de escalafón, dicho personal quedó a merced de una pensión que, de acuerdo con las reglas generales, es el promedio de las últimas rentas, en circunstancias que cotizaron por el máximo posible.





Luego de concluidas las exposiciones efectuadas sobre los motivos que fundamentan el proyecto de ley en informe, vuestra Comisión, por la unanimidad de los Diputados presentes, aprobó la idea de legislar sobre la materia.





III.-	ARTÍCULOS QUE EL H. SENADO CALIFICÓ COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO Y AQUELLOS A LOS CUALES LA COMISIÓN OTORGÓ IGUAL CARÁCTER.


El H. Senado aprobó el inciso segundo del artículo 41, que se contempla en el N°2 del artículo 1°, como norma de carácter orgánico-constitucional y el artículo 2° fue aprobado como norma de quórum calificado.


Vuestra Comisión coincidió con lo dispuesto por el H. Senado respecto de la calificación de las normas señaladas anteriormente.








IV.-	ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.


La Comisión estimó que no existen normas que debieran ser conocidas por la Comisión de Hacienda.








V.-	ARTÍCULOS O INDICACIONES RECHAZADAS POR LA COMISIÓN.


No los hubo.





VI.-	MENCIÓN DE LAS ADICIONES Y ENMIENDAS QUE LA COMISIÓN APROBÓ EN LA DISCUSIÓN PARTICULAR.





El proyecto del H. Senado fue objeto, en este segundo trámite constitucional y primero reglamentario, de diversas adiciones o enmiendas.





ARTÍCULO 1°.


Este artículo modifica el decreto supremo N°294, de 1984, del Ministerio de Obras Públicas, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°15.840, Orgánica del Ministerio de Obras Públicas y del decreto con fuerza de ley N°206, de 1960, ley de Caminos.











N°1).


El H. Senado aprobó modificar el artículo 17 en la siguiente forma:


Intercalar los siguientes incisos segundo y tercero nuevos, pasando los actuales incisos segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto, a ser cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo, respectivamente.


“Para dar cumplimiento a las acciones señaladas en el inciso precedente, la Dirección deberá considerar necesariamente, la plantación, forestación y conservación de especies arbóreas, preferentemente nativas, de manera que no perjudiquen y más bien complementen la conservación, visibilidad y la seguridad vial.


Sin perjuicio de las facultades de la Dirección, ésta se coordinará con las municipalidades respectivas y los propietarios colindantes, para los efectos del cuidado y mantención de la faja y su vegetación.”


El actual artículo 17 vigente dispone lo siguiente:


“A la Dirección de Vialidad corresponderá la realización del estudio, proyección, construcción, mejoramiento, defensa, reparación, conservación y señalización de los caminos, puentes rurales y sus obras complementarias que se ejecuten con fondos fiscales o con aporte del Estado y que no correspondan a otros Servicios de la Dirección General de Obras Públicas.  La conservación y reparación de las obras entregadas en concesión serán de cargo de los concesionarios.


No obstante lo establecido en este artículo, esta Dirección tendrá a su cargo la construcción de puentes urbanos, cuando se lo encomienden las respectivas Municipalidades, conviniendo con éstas el financiamiento correspondiente.


Le corresponderá también la aprobación y fiscalización del estudio, proyección y construcción de puentes y badenes urbanos en los cauces naturales de corrientes de uso público.


Además, tendrá a su cargo la construcción de caminos dentro de los radios urbanos cuando se trate de calles o avenidas que unan caminos públicos declarados como tales por decreto supremo.


Le corresponde asimismo la aplicación del Título III de esta ley sobre caminos públicos.


Tendrá a su cargo la vialidad urbana que antes del D.F.L. N°205, de 1976, del Ministerio de Obras Públicas, tenía la Dirección General de Metro, a excepción de la Vialidad Urbana complementaria de Metros definida en el citado decreto con fuerza de ley y que continúa siendo de la competencia de dicho Servicio.”





El Ejecutivo presentó una indicación para reemplazar, en el inciso segundo, nuevo, la frase “deberá considerar necesariamente” por la oración “podrá considerar, en coordinación con las demás entidades que corresponda”.


-  Puesto en votación el número 1) con la indicación incluida, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.





N°2).


El H. Senado aprobó reemplazar el artículo 41 por el siguiente:


“Artículo 41.-  Los propietarios de los predios colindantes con caminos nacionales sólo podrán abrir caminos de acceso a éstos con autorización expresa de la Dirección de Vialidad.  Además, dicha Dirección podrá prohibir cualquier otro tipo de acceso a esos caminos cuando puedan constituir un peligro para la seguridad del tránsito o entorpecer la libre circulación por ellos.  En las mismas circunstancias, la Dirección también podrá ordenar el cierre de cualquier acceso a un camino nacional, proponiendo a los afectados, en forma previa, una razonable solución técnica alternativa.


Las municipalidades deberán solicitar, antes de autorizar sectores industriales o residenciales, centros comerciales y recintos de espectáculos masivos, nuevos, un informe técnico a la Dirección de Vialidad acerca de la infraestructura complementaria necesaria para sus accesos a los caminos a que se refiere el inciso anterior y para el acceso y cruce de peatones en condiciones de seguridad.  Los propietarios de esas construcciones o urbanizaciones deberán financiar el costo y ejecutar las referidas obras viales, las que estarán sometidas a la inspección y aprobación de la Dirección de Vialidad.


La Dirección de Vialidad podrá limitar total o parcialmente el acceso y circulación de transporte pesado en los caminos públicos no pavimentados, en temporada invernal o de alta pluviosidad, a fin de evitar su deterioro prematuro, ciñéndose para estos efectos a los pesos máximos de carácter general que se establezcan por decreto supremo del Ministerio de Obras Públicas, firmado además por el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, para esta clase de caminos en las temporadas señaladas.”





En este numeral, el Ejecutivo presentó una indicación para introducir las siguientes modificaciones al inciso primero:


a)	Sustituir, a continuación de la expresión “colindantes con caminos”, el vocablo “nacionales” por la palabra “públicos”.


b)	Intercalar a continuación de la palabra “cuando”, la expresión “a su juicio”, precedida y seguida de una coma (,).


c)	Reemplazar, a continuación de la expresión “acceso a un camino”, la oración “nacional, proponiendo a los afectados, en forma previa, una razonable solución técnica alternativa”, por la oración “pudiendo convenir con los afectados, en forma previa, una razonable solución alternativa, tanto técnica como financiera”.





El Director Nacional de Vialidad, señor Ferrel, informó que, en relación con la modificación propuesta por la letra a), los caminos nacionales representan sólo el 8% de la red vial chilena, la cual está constituida por 80.000kilómetros de caminos, los que son administrados por la Dirección de Vialidad.


Indicó que es probable que la expresión “caminos públicos” sea muy amplia, pero la expresión “caminos nacionales” es muy restrictiva, debido a que representa sólo el 8% de la red vial.  Sólo son caminos nacionales el Camino Longitudinal, los que unen las capitales de provincia con el Longitudinal y los que sean calificados como tales por el Presidente de la República.


Añadió que, dentro de la red vial, existe una cantidad de caminos administrativamente conocidos como la “red básica”, por los cuales transita el 90% de los flujos y que representa algo más de 24.000 kilómetros de caminos.  Los 56.000 kilómetros restantes constituyen lo que se conoce como “red comunal”.


La aspiración de las autoridades es poner bajo control de pavimentación la “red básica”, atendido el hecho de los flujos.  El drama de este país consiste en que solamente está pavimentada la mitad de esa “red básica”.  En consecuencia, sugiere que se busque la forma de establecer que los caminos incorporados a la “red básica” queden afectos a la legislación propuesta.


Por último, explicó que la ley de caminos clasificó los caminos en públicos y privados.  Los públicos pueden ser nacionales o regionales.  El motivo de reemplazar el vocablo “nacionales” por “públicos”, es que, al emplear la palabra “nacionales”, la norma en discusión, sobre la regulación de los accesos, no comprendería los caminos regionales.  De ser así, los caminos regionales seguirán sin normativa sobre regulación de los accesos.


Respecto a la indicación signada con la letra c), señaló que tiene por objeto reemplazar la facultad de proponer una solución, por la de convenir una solución, y que la solución será no sólo técnica, sino también financiera.


-	La Comisión acordó por unanimidad votar la indicación por letras.


-	Puesta en votación las letras a) y b), fueron aprobadas por la unanimidad de los Diputados presentes.


-	Puesta en votación la letra c), fue aprobada por siete votos a favor y dos abstenciones.


-	Puesta en votación el número 2) con la indicación incluida, fue aprobado por ocho votos a favor y una abstención.





N°3).


El H. Senado aprobó sustituir el artículo 42 por el siguiente:


“Artículo 42.-  Las fajas de los caminos públicos son de competencia de la Dirección de Vialidad y están destinadas principalmente al uso de las obras del camino respectivo.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, y respecto de aquellos caminos que construya el Ministerio de Obras Públicas, y que no estén sujetos al sistema de concesiones establecido en el decreto con fuerza de ley N°164, de 1991, del mismo Ministerio, este último otorgará concesiones a particulares mediante decreto supremo, y según el procedimiento estipulado en el citado cuerpo legal.  Estas concesiones se otorgarán mediante licitación pública, sobre terrenos que no podrán exceder del 5% del total de la superficie de la faja requerida para la construcción del camino, aledaños a caminos públicos, situados fuera de los límites urbanos de una comuna y expropiados con el exclusivo propósito de instalar en ellos servicios para los usuarios de la vía, tales como hoteles, estaciones de servicio, restaurantes, paradores de vista u otros similares.  Para tales efectos, el Ministerio deberá contar con el consentimiento del propietario respectivo, quien tendrá prioridad en caso de igualdad de condiciones en el proceso de licitación de la concesión, la que deberá, además, materializarse en conformidad a las bases respectivas y dentro de un plazo máximo de tres años.


Sin perjuicio de sus atribuciones, la Dirección de Vialidad podrá autorizar, en la forma y condiciones que ella determine, con cargo a sus respectivos propietarios, y previo pago de los derechos correspondientes, la colocación de cañerías de agua potable y de desagüe; las obras sanitarias; los canales de riego; las tuberías o ductos para la conducción de líquidos, gases o cables; las postaciones con alambrado telefónico, telegráfico o de transmisión de energía eléctrica o fibra óptica y, en general, cualquier instalación que ocupe los caminos públicos y sus respectivas fajas de dominio público u otras obras viales regidas por esta ley.





Dichas autorizaciones deberán otorgarse, a menos que se opongan al uso de los caminos públicos, sus fajas adyacentes, pasos a nivel y obras de arte, o al uso de túneles o puentes; no afecten la estabilidad de las obras, la seguridad del tránsito o el desarrollo futuro de las vías; no obstruyan o alteren el paso de las aguas; no produzcan contaminación ni alteración significativa, en cuanto a magnitud o duración, del valor paisajístico o turístico de una zona; y sea posible su otorgamiento, teniendo en cuenta las instalaciones anexas ya autorizadas.


La Dirección de Vialidad no tendrá responsabilidad u obligación alguna por el mantenimiento y conservación de dichas instalaciones, siendo obligación de sus propietarios el conservarlas en buenas condiciones.


La Dirección de Vialidad, mediante resolución fundada, podrá ordenar el retiro de toda instalación que no cumpla los requisitos exigidos en el presente artículo, previa resolución de los derechos pagados, en proporción al tiempo que reste para que la autorización a que se refiere el inciso tercero, llegue a su término.


En caso de que por cualquier motivo sea necesario cambiar la ubicación de estas instalaciones del lugar en que fueron autorizadas, este traslado será hecho por cuenta exclusiva del interesado o en las condiciones que se hayan fijado al otorgar el permiso o contrato de concesión respectivo.”





El Ejecutivo formuló una indicación para introducir las siguientes modificaciones al artículo 42 aprobado por el H. Senado:


a)	Intercalar, en el inciso primero, a continuación de la palabra “competencia” la expresión “y regulación”.


b)	Reemplazar, en el inciso segundo, la oración “el Ministerio deberá contar con el consentimiento del propietario respectivo, quien”, por la expresión “el propietario respectivo”.


c)	Agregar, en el inciso segundo, a continuación del punto (.) aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “El Ministerio estará facultado para prohibir, dentro del radio que determine, anexo a la concesión ya adjudicada, y por el tiempo que al efecto señale, el que, en todo caso, no podrá exceder el período de la concesión, el establecimiento de nuevas instalaciones de giro similar a la del concesionario adjudicado.”


d)	Intercalar en el inciso tercero, a continuación de la frase “que ella determine”, la oración “para convenir las indemnizaciones que correspondan”, seguida de una coma (,).








El Director Nacional de Vialidad, señor Oscar Ferrel, explicó que la indicación tiene por finalidad lo siguiente:


La expresión “y regulación” que se intercala por la letra a), incorpora el sentido operativo a la acción que realiza la Dirección de Vialidad.


La proposición que se hace por la letra b) tiene por finalidad establecer que una vez efectuada la expropiación, no resulta lógico pedir el consentimiento al propietario, ya que ha dejado de serlo y pasa a ser un ex propietario o un expropiado.


Lo planteado mediante la letra c) está orientado a resguardar el derecho adquirido por el concesionario, en orden a que los propietarios de predios colindantes o vecinos no puedan abrir negocios de similares características al del concesionario, durante el tiempo que dure la concesión.


La indicación propuesta por la letra d) encuentra su fundamento en la reunión habida con los representantes de las empresas de servicio público, en el sentido de cancelar los trabajos que deberían abrirse durante los períodos de revisión de los proyectos, de construcción y de supervisión de las obras.


-	Puesta en votación la indicación que contiene las modificaciones propuestas en las letras en las letras a), b), c) y d), fue aprobada por ocho votos a favor y una abstención.


-	Puesto en votación el numeral 3 con la indicación incluida, fue aprobado por ocho votos a favor y una abstención.





N°4), nuevo.


El Ejecutivo formuló una indicación para intercalar, en el inciso sexto del artículo 68, a continuación de la coma (,) que sigue a la expresión “a contrata”, la frase “la que comprenderá también el ejercicio de las funciones directivas que se le encomienden”, seguida de una coma (,).


El texto vigente del artículo 68 señala lo siguiente : “El Director General , con aprobación del Ministerio de Obras Públicas, podrá delegar en los Directores, el Fiscal del Ministerio de Obras Públicas, los Sub-Directores, en su caso, los Jefes del Departamento o los Delegados Zonales, las facultades que esta ley señala.


Los Directores, el Fiscal, los Sub-Directores, en su caso, los Jefes de Departamento y los Delegados Zonales, podrán con aprobación de su superior jerárquico, delegar alguna o algunas de sus atribuciones propias en funcionarios de su dependencia en la forma que indica la presente ley.


Los funcionarios antes indicados podrán delegar, en igual forma, las demás atribuciones que otras leyes les confiera.


La delegación se hará bajo la responsabilidad del delegante, sin perjuicio de la que le corresponda al delegado.  La responsabilidad del delegante es la derivada de sus actuaciones propias en el acto de la delegación y de su obligación de supervigilar y fiscalizar el correcto ejercicio de las facultades que hubiere delegado.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la responsabilidad derivada del ejercicio de las facultades delegadas, recaerá en el delegado.


Cuando la delegación de facultades recaiga en el personal a contrata, la responsabilidad de ejercerlas será solidaria entre delegante y delegado.


El Presidente de la República, para los efectos de lo dispuesto en el presente artículo, establecerá en el Reglamento, las funciones y atribuciones que específicamente pueden delegar los funcionarios, a que se refieren los incisos precedentes.”


El Fiscal del Ministerio de Obras Públicas, señor Aliro Verdugo, señaló que esta indicación no estaba contemplada en el proyecto de ley original ni tampoco fue considerada en el H. Senado.  Añadió que la norma actual prescribe que “cuando la delegación de facultades recaiga en el personal a contrata, la responsabilidad de ejercerlas será solidaria entre delegado y delegante.”


Manifestó que la actual ley orgánica del Ministerio de Obras Públicas admite la posibilidad que se deleguen funciones, por parte de una jefatura, en un funcionario a contrata.  La jurisprudencia de la Contraloría General de la República ha entendido que, por norma general, los funcionarios a contrata no pueden ejercer funciones de jefatura, efectuando así una interpretación restrictiva de esta norma.  Indicó que tal situación ha llevado a que el mencionado inciso sexto ha quedado sin aplicación en la práctica.  Por lo tanto, cabe preguntarse ¿por qué la Contraloría General de la República ha adoptado ese criterio?  La respuesta es que, en el régimen estatutario de la Administración Pública, existen funcionarios de planta y a contrata.  Los funcionarios de planta son aquellos que gozan de inamovilidad en el empleo y su nombramiento es indefinido, es decir, ejercen su cargo mientras no les afecten causales de cesación en el cargo.  El funcionario a contrata, en cambio, ejerce una función de carácter temporal hasta el 31 de diciembre de cada año.  La Contraloría General de la República ha entendido, teóricamente, que un funcionario a contrata, cuya permanencia en el servicio es transitoria, no debería ejercer funciones directivas, porque ellas son de la esencia de los estamentos de la planta, es decir, de los permanentes, y no de los transitorios.





Señaló que la indicación formulada por el Ejecutivo tiene por objeto incorporar la idea de que el funcionario a contrata, por la vía de la delegación, pueda ejercer esas funciones.  Así permitiría que un funcionario superior, de planta, pueda delegar parte de sus atribuciones, de tal manera que el contratado no ejerza atribuciones per se, sino que lo haga por delegación de un estamento superior, quien será solidariamente responsable junto con el delegado.  Jurídicamente, quien actúa es el delegante y no el delegado.  Es por eso que se plantea que la responsabilidad deba ser solidaria.


Finalmente, manifestó que la facultad de delegar está acotada en el artículo 43 de la ley N°18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, que dispone que la delegación deberá ser parcial y recaer en materias específicas; que los delegados deberán ser funcionarios de la dependencia de los delegantes; que el acto de delegación deberá ser publicado o notificado, según corresponda, y que la delegación será esencialmente revocable.


Además, la transitoriedad de la delegación fluye por la naturaleza del contratado, quien funcionará hasta el 31 de diciembre de cada año.


-	Puesta en votación la indicación del Ejecutivo propuesta en el número 4), fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes.





N°5), nuevo.


El Ejecutivo formuló una indicación para agregar el siguiente artículo 71 bis:


“Artículo 71 bis.-  Los trabajadores del Ministerio de Obras Públicas que a la fecha de la entrada en vigencia de esta disposición se encuentren regidos por el Código del Trabajo, podrán solicitar al Servicio donde se desempeñan su incorporación a cargos regidos por la ley N°18.834, en calidad de contratados o en la planta correspondiente, en conformidad con las normas estatutarias generales que gobiernan la materia, según existan los cupos respectivos y cumplan con los requisitos establecidos en dichas plantas para la función que pasen a desempeñar.  Este cambio no podrá significar aumento de dotación del Ministerio, ni importará supresión de la relación laboral preexistente para los efectos de la exigibilidad de los beneficios pecuniarios que devengue la calidad jurídica anterior, incluidas las indemnizaciones por años de servicio que pudieren corresponder a tal fecha, la que se entenderá diferida hasta el cese definitivo de los servicio por cualquier causa que otorgue derecho a percibirla, rigiéndose para tales efectos por lo dispuesto en el artículo final de la ley N°18.834.”





El Fiscal del Ministerio de Obras Públicas, señor Aliro Verdugo, señaló que esta indicación tiene por objeto reponer esta norma, la cual se encuentra mejorada en relación con la que contenía el proyecto original.  Indicó que el Senado rechazó este artículo por estimar que su redacción adolecía de defectos de técnica legislativa, aunque compartía su espíritu.


Manifestó que la norma original estaba redactada en términos discrecionales, en el sentido que los trabajadores sujetos al Código del Trabajo, que se desempeñan en el Ministerio de Obras Públicas pudieran ser traspasados a la planta de empleados en la medida en que la jefatura superior así lo estimara conveniente.  Con la indicación se suprimió la discrecionalidad.  Además, no se precisaba la forma como se iban a desplazar los obreros del Ministerio de Obras Públicas a la planta de empleados.  En la indicación, se señala que los obreros que pasen al estamento administrativo lo podrán hacer solamente en la medida en que ellos cumplan con los requisitos generales establecidos para ingresar a la Administrar Pública.  En tal caso, podrían pasar a ocupar cargos de planta o de contrata según existan las vacantes en la planta permanente o haya disponibilidad de recursos para contratar.


Expresó que otro punto que planteó el H. Senado decía relación con el costo que tendría la medida.  Agregó que, en la actualidad, el Ministerio de Obras Públicas tiene dos tipos de obreros: los permanentes, que son 900, y los transitorios, que son alrededor de 500.  La nueva disposición no significa mayores gastos.  En definitiva, con la norma propuesta, se pretende que los obreros del Ministerio de Obras Públicas que cumplan con los requisitos, y siempre que haya vacantes, pasen a la planta de empleados, y que el beneficio que les corresponde como obreros, es decir, la indemnización por años de servicios, se posponga hasta el momento en que cesen definitivamente en sus labores.


-	Puesta en votación la indicación del Ejecutivo propuesta en el número 5), fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes.





N°6) (N°4 del proyecto del H. Senado).





El H. Senado aprobó intercalar, en el artículo 74, la siguiente letra d), nueva, pasando las actuales letras d), e) y f) a  ser e), f) y g), respectivamente:


“d) Con los ingresos provenientes de la contratación de publicidad o propaganda de terceros, con excepción de la relacionada con bebidas alcohólicas, impresa en los boletos de peaje o pesaje o cualquier otro recibo emitido por la Dirección General de Obras Públicas o sus Servicios dependientes.”





El actual artículo 74 dispone lo siguiente:


“Los recursos de la dirección General de Obras Públicas se formarán:


a)	Con los fondos que se destinen anualmente en la ley de Presupuestos y con los que se autoricen para obras o servicios a su cargo en leyes especiales;


b)	Con el producto de erogaciones, herencias, legados, donaciones y demás bienes que perciba a cualquier título.  Las donaciones para obras públicas no estarán sujetas al trámite de la insinuación judicial;


c)	Con el producto de la venta y arriendo de los bienes que se permite conforme a esta ley.  Los intereses y demás entradas que se produzcan por estos conceptos y los peajes a que se refiere el artículo 75;


d)	Con los saldos del Presupuesto del ejercicio del año anterior, que se encuentren depositados en las cuentas bancarias de la Dirección General de Obras Públicas al final del ejercicio respectivo;


e)	Con el producto de los empréstitos internos que se contraten, y


f)	Con los intereses que perciba por anticipos para adquisición de maquinarias u otros autorizados por la ley.”





El Fiscal del Ministerio de Obras Públicas, señor Aliro Verdugo, señaló que la modificación propuesta tiene por objeto considerar la obtención de recursos adicionales para el Ministerio de Obras Públicas, a través de la publicidad en los boletos de peaje o pesaje, dado el carácter masivo y de cobertura nacional.


Agregó que en relación con esta materia, es preciso tener presente que la Contraloría General de la República ha dictaminado que el Ministerio de Obras Públicas carece de competencia para contratar publicidad en los boletos o recibos antes mencionados, en atención a que ello constituiría un ingreso no contemplado en el artículo 74 del decreto supremo N°294, de 1984.





*Los Diputados señores García, don René; Jara, Sabag, Rocha y Letelier, don Felipe, formularon una indicación para intercalar, a continuación de la palabra “alcohólicas”, la expresión “y tabaco”.


-	Puesta en votación la indicación, fue aprobada por cinco votos a favor, dos en contra y una abstención.





*Los Diputados señores Longueira, Rocha, Jara; Letelier, don Felipe; Sabag y García, don René, formularon una indicación para reemplazar la letra d), nueva, por la siguiente:


“d)	Con los ingresos provenientes de la contratación de publicidad o propaganda de terceros, con excepción de la relacionada con bebidas alcohólicas y tabaco, en pasarelas o impresa en los boletos de peaje o pesaje o en cualquier otro recibo emitido por la Dirección General de Obras Públicas o sus servicios dependientes.”


El Director Nacional de Vialidad, señor Ferrel, expresó su complacencia con la indicación, dado que las pasarelas son de uso urbano y su instalación es de bajo costo.  Estimó que es perfectamente factible que el sector privado se entusiasme en colocar dichas pasarelas a cambio de hacer publicidad en ellas.  Añadió que lo importante de esta norma es que con ella se puede generar un efecto multiplicador, lo que implicaría beneficios directos para los peatones.


-	Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los Diputados presentes.  Por lo tanto, por el mismo quórum se rechazó la norma propuesta por el H. Senado.





N°7) (N°5 del proyecto del H. Senado).


El H. Senado aprobó agregar el siguiente inciso al artículo 87:


“Asimismo, podrán otorgarse concesiones para la explotación, que incluyan reparación, ampliación, conservación o mantenimiento, según corresponda, de obras ya existentes, o de terrenos u obras comprendidos en las fajas de los caminos públicos, con la finalidad de obtener fondos para la construcción de otras obras nuevas que se convengan, respecto de las cuales no exista interés privado para realizarlas conforme a las normas relativas al sistema de concesiones, regulado por el decreto con fuerza de ley N°164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas.”


El actual artículo 87 dispone lo siguiente:


“Las obras públicas fiscales podrán ejecutarse, asimismo, mediante contrato adjudicado en licitación pública nacional o internacional, siempre que esta última no afecte la seguridad nacional, a cambio de la concesión temporal de su explotación o la de los bienes nacionales de uso público o fiscales destinados a desarrollar las áreas de servicios que se convengan.  Las concesiones tendrán la duración que determine el decreto supremo de adjudicación, que deberá llevar, además, la firma del Ministro de Hacienda, sin que en caso alguno puedan ser superiores a 50 años.


La reparación o mantención de obras fiscales podrán ser objeto de contrato de concesión conforme a lo dispuesto en este artículo.”


El Director Nacional de Vialidad, señor Ferrel, explicó que esta norma fue incorporada en el Senado y que el Ejecutivo concuerda planamente con ella.  El tema de las concesiones gira sobre la base de la infraestructura autosustentable.  Es decir, para que las concesiones operen, deben tener un flujo que permita que el concesionario recupere la inversión, y el grueso de los caminos de Chile no tiene ese flujo.  Indicó que en nuestro país hay aproximadamente trece mil kilómetros de caminos pavimentados, muchos de los cuales no son rentables para que puedan construirse por el sistema de concesiones, pero sí podrían soportar un peaje para los efectos de su mantención.  Añadió finalmente que sin este inciso, existirían muchas limitaciones para realizar ese tipo de actividades.


-	Puesto en votación, el número 7), fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.





ARTÍCULO 2°.





Este artículo dispone que se declara interpretada la norma contenida en el inciso cuarto del artículo 8° de la ley N°19.020, en cuanto a que el encasillamiento en las nuevas plantas no pudo significar, para el personal a que se refiere dicha norma, la pérdida del beneficio establecido en el artículo 132 del decreto con fuerza de ley N°338, de 1960.


La ley N°19.020 modificó la ley orgánica del Ministerio de Obras Públicas y estableció diversas normas relativas a dicho Ministerio.


Su artículo 8° facultó al Presidente de la República para fijar las plantas y los requisitos generales y específicos de los cargos del personal del Ministerio de Obras Públicas y de sus servicios dependientes, de la Superintendencia de Servicios Sanitarios y del Instituto Nacional de Hidráulica.  Asimismo, dispuso que una vez publicados lo decretos supremos de fijación de plantas, el Ministerio procedería a encasillar en ellas al personal de planta, y en lo posible, al personal a contrata que se encontraba en servicio.


En su inciso cuarto se precisó que el uso de la facultad antes citada no podría significar para el personal en servicio, disminución de grado o de remuneración, ni de bienios de que estuviera gozando a la fecha del encasillamiento, aunque se produjeren cambios de grado, o de “otros beneficios”.





Por otra parte, es conveniente tener presente que el artículo 15 transitorio de la ley N°18.834, Estatuto Administrativo, establece que los funcionarios de los órganos o servicios públicos regidos por dicha ley, que a la fecha de su entrada en vigencia hubieren cumplido veinte años de servicios computables para la jubilación y se hubieren desempeñado en el grado máximo de su respectivo escalafón de especialidad durante el período de a lo menos un año, mantendrán estas condiciones habilitantes para los efectos de lo dispuesto en el artículo 132 del decreto con fuerza de ley N°338, de 1960, no obstante las modificaciones que pudieren producirse en su ubicación en el respectivo escalafón como resultado de la aplicación de los artículos 5° permanente y 1° transitorio.


El mencionado artículo 132 del decreto con fuerza de ley N°338, de 1960, dispuso que las distintas autoridades que señala, los jefes superiores de servicio, los empleados que hubieren llegado al grado máximo de su respectivo escalafón de especialidad y los empleados de las cinco primeras categorías, que jubilen en el futuro, tendrán derecho, siempre que hayan desempeñado cualquiera de las funciones mencionadas por el plazo de un año o más, a que sus pensiones sean liquidadas sobre la base de las últimas remuneraciones imponibles asignadas al empleo en que jubilaren.


El Fiscal del Ministerio de Obras Públicas, señor Aliro Verdugo, señaló que la fórmula que ha propuesto el H. Senado corresponde al planteamiento inicial que hizo el Ejecutivo.


Agregó que, mediante la ley N°19.020, se produjo una reestructuración en el Ministerio de Obras Públicas, lo que significó que los estamentos pasaran a ocupar distintas posiciones jerárquicas de un período a otro.  Algunos funcionarios que habían alcanzado ciertas posiciones jerárquicas quedaron en una situación disminuida.  Indicó que la norma se refiere al caso de esos funcionarios que, estando afectos al sistema previsional estatal, o sea, el Instituto de Normalización Previsional, quedaron en una situación disminuida a raíz del encasillamiento.  De no mediar esta norma, cuando esos funcionarios tengan que jubilar, lo harán en función de la última renta que hubieren percibido, y que corresponde a esa situación desmejorada.  Así entonces, se propone que cuando jubilen, se les considere la situación jerárquica anterior.  Por último, es una norma que se ha adoptado en muchos servicios públicos.


-	Puesto en votación el artículo 2°, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, con la observación formal de intercalar una coma (,) a continuación de la palabra “Declárase”.











ARTÍCULO 3° (NUEVO).





El Ejecutivo formuló una indicación para agregar el siguiente artículo 3°, nuevo, pasando el actual artículo 3° a ser 4°:


“Artículo 3°.-  Declárase, interpretando el artículo 67, inciso primero, del decreto supremo N°294, de 1984, del Ministerio de Obras Públicas, que a las designaciones de investigador y fiscal sumariante a que se refiere dicho precepto no les es aplicable la exigencia de igual o mayor jerarquía a la del inculpado que establece el artículo 123 de la ley N°18.834.”


El artículo 123 de la ley N°18.834 señala lo siguiente: “El sumario administrativo se ordenará por el jefe superior de la institución, el Secretario Regional Ministerial o el Director Regional de servicios nacionales desconcentrados, según corresponda, mediante resolución, en la cual designará al Fiscal que estará a cargo del mismo.  El Fiscal deberá tener igual o mayor grado o jerarquía que el funcionario que aparezca involucrado en los hechos.


Si designado el Fiscal, apareciera involucrado en los hechos investigados un funcionario de mayor grado o jerarquía, continuará aquél sustanciando el procedimiento hasta que disponga el cierre de la investigación.”


El Fiscal del Ministerio de Obras Públicas, señor Aliro Verdugo, explicó que, cuando se investiga la responsabilidad administrativa de un funcionario público, se hace a través de dos procedimientos: una investigación sumaria o un sumario administrativo.  En ambos casos es preciso designar a un funcionario que dirija la investigación: un investigador o un fiscal sumariante, respectivamente.  La regla general es que el investigador o el fiscal sumariante deben tener igual o superior grado al del presunto inculpado, para evitar que se le reste independencia y objetividad a la investigación.


Indicó que, no obstante la regla general existente, en el Ministerio de Obras Públicas, desde el año 1966, se estableció una norma diferente.  En efecto, el artículo 67, inciso primero, de la ley orgánica del Ministerio de Obras Públicas, señala que al personal de la Dirección General de Obras Públicas y de sus servicios dependientes, para los efectos de las investigaciones y de los sumarios administrativos, no se les aplicará lo dispuesto en el artículo 194 del estatuto Administrativo, en cuanto establece que el Fiscal deberá tener igual o mayor grado que el funcionario inculpado, cuando tales investigaciones o sumarios sean instruidos por funcionarios de la Fiscalía del Ministerio de Obras Públicas.








Expresó que las razones que justifican la excepción se fundamentan en que los sumarios siempre son efectuados por un letrado.  Además, existe una razón de orden práctico.  Desde hace muchos años, la Fiscalía no cuenta con más de seis abogados, los que están ubicados en distintos grados de la planta.  Indicó que con esta mínima dotación se deben hacer los sumarios a través de todo el país.  Es por eso que la ley no obliga a que los abogados instructores sean siempre de igual o mayor jerarquía que los inculpados.  Señaló que aparte de ser Fiscal del Ministerio, en muchas ocasiones debe actuar como fiscal instructor de un sumario, debido a que la jerarquía del inculpado es superior a la de los demás abogados.


Manifestó que desde 1966 en adelante y hasta el año pasado, podía ser fiscal instructor cualquier abogado de la Fiscalía, pero a raíz de una consulta a la Contraloría General de la República, ese organismo señaló que, con el nuevo Estatuto Administrativo, esa norma quedó tácitamente derogada.


Finalmente, indicó que el Ejecutivo optó por interpretar la norma del artículo 67, inciso primero, y no por modificarla, debido a que su tenor es clarísimo.


-	Puesto en votación el artículo 3°, nuevo, fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.








ARTÍCULO 4° (Art. 3° del proyecto del H. Senado.)





El H. Senado aprobó el siguiente artículo 3°, que pasó a ser el actual artículo 4°:


“Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de esta ley, mediante un decreto con fuerza de ley del Ministerio de Obras Públicas, refunda en un solo texto, coordinando y sistematizando sus disposiciones, la ley N°15.840 y el decreto con fuerza de ley N°206, de 1960, de dicho Ministerio, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N°294, de 1984, del Ministerio de Obras Públicas, con excepción de su artículo 41°, que tendrá el texto que se indica en el inciso tercero de este artículo; la ley N°19.020; los decretos con fuerza de ley Nos870, de 1975, y 164, de 1991, ambos del Ministerio de Obras Públicas y cualquier otra normativa legal relacionada con las funciones de ese Ministerio.”


-	Puesto en votación el artículo 4°, fue aprobado, sin debate, por la unanimidad de los Diputados presentes.








ARTÍCULO TRANSITORIO.


El H. Senado incorporó el siguiente artículo transitorio:


“Los derechos a que se refiere el inciso tercero del artículo 42 del decreto supremo N°294, de 1984, del Ministerio de Obras Públicas, sólo serán exigibles respecto de aquellos permisos y contratos de concesión, otorgados con posterioridad a la publicación de esta ley.”


El Director Nacional de Vialidad, señor Oscar Ferrel, señaló que en relación con la norma introducida por el H. Senado, es preciso distinguir dos tipos de situaciones que hay que considerar.  Por un lado están las instalaciones antiguas, que son las relacionadas con las postaciones que llevan tendidos de electrificación y, por el otro, está todo lo referente al desarrollo de las empresas de telecomunicaciones, situación que trae aparejado el problema de la instalación de la fibra óptica.


Respecto de las instalaciones antiguas no existe ningún tipo de regulación entre el Estado y las empresas privadas.  En relación con las empresas de telecomunicaciones la situación es diferente, por cuanto todas ellas han celebrado convenios con el Estado, existiendo en tales casos una detallada regulación.  Indicó que el tendido de la fibra óptica ha sido bien planificado y se ha efectuado por aquellos sectores del camino, por los cuales no habrá ampliaciones de las vías.


Finalmente, indicó que respecto de este tema, la Dirección de Vialidad ha logrado importantes acuerdos con las empresas de servicio público, las que resultan más desfavorecidas con dichos acuerdos que con el texto del artículo transitorio aprobado.


-	Puesto en votación, el artículo transitorio fue aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes.





**************





En síntesis, vuestra Comisión os propone que prestéis aprobación al proyecto del H. Senado, en la forma siguiente:





Artículo 1°


-	Aprobar, con modificaciones, los números 1, 2, 3 y 4 (que pasa a ser 6) del texto que figura al final de este informe.


-	Intercalar, como números nuevos, los signados con los números 4 y 5.


-	Aprobar en los mismos términos propuestos el número 5 (que pasa a ser 7).








Artículo 2°.


-	Aprobarlo con modificaciones.





Artículo 3° (pasa a ser artículo 4°).


-	Aprobarlo en los mismos términos.





Artículo 3°.


-	Aprobar el artículo nuevo incorporado en este segundo trámite constitucional.





Artículo transitorio.


-	Aprobarlo en los mismos términos propuestos.





TEXTO DEL PROYECTO DE LEY.


En virtud de los acuerdos adoptados por vuestra Comisión, el proyecto quedaría de la siguiente manera:





PROYECTO DE LEY:





Artículo 1°.-		Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto supremo N°294, de 1984, del Ministerio de Obras Públicas, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°15.840, Orgánica del Ministerio de Obras Públicas, y del decreto con fuerza de ley N°206, de 1960, del mismo Ministerio, que refundió y uniformó las leyes sobre construcción y conservación de caminos:





1.-  Intercálanse en el artículo 17, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, pasando los actuales incisos segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto, a ser cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo, respectivamente:


“Para dar cumplimiento a las acciones señaladas en el inciso precedente, la Dirección podrá considerar, en coordinación con las demás entidades que corresponda, la plantación, forestación y conservación de especies arbóreas, preferentemente nativas, de manera que no perjudiquen y más bien complementen la conservación, visibilidad y la seguridad vial.








Sin perjuicio de las facultades de la Dirección, ésta se coordinará con las municipalidades respectivas y los propietarios colindantes, para los efectos del cuidado y mantención de la faja y su vegetación.”





2.-  Reemplázase el artículo 41, por el siguiente:


“Artículo 41.-  Los propietarios de los predios colindantes con caminos públicos sólo podrán abrir caminos de acceso a éstos con autorización expresa de la Dirección de Vialidad.  Además, dicha Dirección podrá prohibir cualquier otro tipo de acceso a esos caminos cuando, a su juicio, puedan constituir un peligro para la seguridad del tránsito o entorpecer la libre circulación por ellos.  En las mismas circunstancias, la Dirección también podrá ordenar el cierre de cualquier acceso a un camino, pudiendo convenir con los afectados, en forma previa, una razonable solución alternativa, tanto técnica como financiera.


Las municipalidades deberán solicitar, antes de autorizar sectores industriales o residenciales, centros comerciales y recintos de espectáculos masivos, nuevos, un informe técnico a la Dirección de Vialidad acerca de la infraestructura complementaria necesaria para sus accesos a los caminos a que se refiere el inciso anterior y para el acceso y cruce de peatones en condiciones de seguridad.  Los propietarios de esas construcciones o urbanizaciones deberán financiar el costo y ejecutar las referidas obras viales, las que estarán sometidas a la inspección y aprobación de la Dirección de Vialidad.


La Dirección de Vialidad podrá limitar total o parcialmente el acceso y circulación de transporte pesado en los caminos públicos no pavimentados, en temporada invernal o de alta pluviosidad, a fin de evitar su deterioro prematuro, ciñéndose para estos efectos a los pesos máximos de carácter general que se establezca por decreto supremo del Ministerio de Obras Públicas, firmado además por el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, para esta clase de caminos en las temporadas señaladas.”





3.-  Sustitúyese el artículo 42, por el siguiente:


“Artículo 42.-  Las fajas de los caminos públicos son de competencia y regulación de la Dirección de Vialidad y están destinadas principalmente al uso de las obras del camino respectivo.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, y respecto de aquellos caminos que construya el Ministerio de Obras Públicas, y que no estén sujetos al sistema de concesiones establecido en el decreto con fuerza de ley N°164, de 1991, del mismo Ministerio, este último otorgará concesiones a particulares mediante decreto supremo, y según el procedimiento estipulado en el citado cuerpo legal.  Estas concesiones se otorgarán mediante licitación pública, sobre terrenos que no podrán exceder del 5% del total de la superficie de la faja requerida para la construcción del camino, aledaños a caminos públicos, situados fuera de los límites urbanos de una comuna y expropiados con el exclusivo propósito de instalar en ellos servicios para los usuarios de la vía, tales como hoteles, estaciones de servicio, restaurantes, paradores de vista u otros similares.  Para tales efectos, el propietario respectivo tendrá prioridad en caso de igualdad de condiciones en el proceso de licitación de la concesión, la que deberá, además, materializarse en conformidad a las bases respectivas y dentro de un plazo máximo de tres años.  El Ministerio estará facultado para prohibir, dentro del radio que determine, anexo a la concesión ya adjudicada, y por el tiempo que al efecto señale, el que, en todo caso, no podrá exceder el período de la concesión, el establecimiento de nuevas instalaciones de giro similar a la del concesionario adjudicado.


Sin perjuicio de sus atribuciones, la Dirección de Vialidad podrá autorizar, en la forma y condiciones que ella determine, para convenir las indemnizaciones que correspondan, con cargo a sus respectivos propietarios, y previo pago de los derechos correspondientes, la colocación de cañerías de agua potable y de desagüe; las obras sanitarias; los canales de riego; las tuberías o ductos para la conducción de líquidos, gases o cables; las postaciones con alambrado telefónico, telegráfico o de transmisión de energía eléctrica o fibra óptica y, en general, cualquier instalación que ocupe los caminos públicos y sus respectivas fajas de dominio público u otras obras viales regidas por esta ley.


Dichas autorizaciones deberán otorgarse, a menos que se opongan al uso de los caminos públicos, sus fajas adyacentes, pasos a nivel y obras de arte, o al uso de túneles o puentes; no afecten la estabilidad de las obras, la seguridad del tránsito o el desarrollo futuro de las vías; no obstruyan o alteren el paso de las aguas; no produzcan contaminación ni alteración significativa, en cuanto a magnitud o duración, del valor paisajístico o turístico de una zona; y sea posible su otorgamiento, teniendo en cuenta las instalaciones anexas ya autorizadas.


La Dirección de Vialidad no tendrá responsabilidad u obligación alguna por el mantenimiento y conservación de dichas instalaciones, siendo obligación de sus propietarios el conservarlas en buenas condiciones.


La Dirección de Vialidad, mediante resolución fundada, podrá ordenar el retiro de toda instalación que no cumpla los requisitos exigidos en el presente artículo, previa restitución de los derechos pagados, en proporción al tiempo que reste para que la autorización a que se refiere el inciso tercero, llegue a su término.


En caso de que por cualquier motivo sea necesario cambiar la ubicación de estas instalaciones del lugar en que fueron autorizadas, este traslado será por cuenta exclusiva del interesado o en las condiciones que se hayan fijado al otorgar el permiso o contrato de concesión respectivo.”





4.-  Intercálase, en el artículo 68, inciso sexto, a continuación de la coma (,) que sigue a la expresión “a contrata”, la frase “la que comprenderá también el ejercicio de las funciones directivas que se le encomienden”, seguida de una coma (,).





5.-  Agrégase el siguiente artículo 71 bis:


“Artículo 71 bis.-  Los trabajadores del Ministerio de Obras Públicas que a la fecha de entrada en vigencia de esta disposición se encuentren regidos por el Código del Trabajo, podrán solicitar al Servicio donde se desempeñan su incorporación a cargos regidos por la ley N°18.834, en calidad de contratados o en la planta correspondiente, en conformidad con las normas estatutarias generales que gobiernan la materia, según existan los cupos respectivos y cumplan con los requisitos establecidos en dichas plantas par la función que pasen a desempeñar.  Este cambio no podrá significar aumento de dotación del Ministerio, ni importará supresión de la relación laboral preexistente para los efectos de la exigibilidad de los beneficios pecuniarios que devengue la calidad jurídica anterior, incluidas las indemnizaciones por años de servicio que pudieren corresponder a tal fecha, la que se entenderá diferida hasta el cese definitivo de los servicios por cualquier causa que otorgue derecho a percibirla, rigiéndose para tales efectos por lo dispuesto en el artículo final de la ley N°18.834.”





6.-  Intercálase, en el artículo 74, la siguiente letra d), nueva, pasando las actuales letras d), e) y f) a ser e), f) y g), respectivamente:


“d)  Con los ingresos provenientes de la contratación de publicidad o propaganda de terceros, con excepción de la relacionada con bebidas alcohólicas y tabaco, en pasarelas o impresa en los boletos de peaje o pesaje o en cualquier otro recibo emitido por la Dirección General de Obras Públicas o sus Servicios dependientes.”





7.-  Agrégase al artículo 87, el siguiente inciso:


“Asimismo, podrán otorgarse concesiones para la explotación, que incluyan reparación, ampliación, conservación o mantenimiento, según corresponda, de obras ya existentes, o de terrenos u obras comprendidos en las fajas de los caminos públicos, con la finalidad de obtener fondos para la construcción de otras obras nuevas que se convengan, respecto de las cuales no exista interés privado para realizarlas conforme a las normas relativas al sistema de concesiones, regulado por el decreto con fuerza de ley N°164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas.”





Artículo 2°.-  Declárase, interpretando el inciso cuarto del artículo 8° de la ley N°19.020, que el encasillamiento en las nuevas plantas no pudo significar, para el personal a que se refiere dicha norma, la pérdida del beneficio establecido en el artículo 132 del decreto con fuerza de ley N°338, de 1960.





Artículo 3°.-  Declárase, interpretado el artículo 67, inciso primero, del decreto supremo N°294, de 1984, del Ministerio de Obras Públicas, que a las designaciones de investigador y fiscal sumariante a que se refiere dicho precepto no les es aplicable la exigencia de igual o mayor jerarquía a la del inculpado que establece el artículo 123 de la ley N°18.834.





Artículo 4°.-  Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de esta ley, mediante un decreto con fuerza de ley del Ministerio de Obras Públicas, refunda en un solo texto, coordinando y sistematizando sus disposiciones, la ley N°15.840 y el decreto con fuerza de ley N°206, de 1960, de dicho Ministerio, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N°294, de 1984, del Ministerio de Obras Públicas, con excepción de su artículo 41, que tendrá el texto que se indica en el inciso tercero de este artículo; la ley N°19.020; los decretos con fuerza de ley Nos870, de 1975 y 164, de 1991, amos del Ministerio de Obras Públicas y cualquier otra normativa legal relacionada con las funciones de ese Ministerio.


El Presidente de la República, al ejercer la facultad que le confiere el inciso anterior, podrá incorporar las modificaciones y derogaciones de que hayan sido objeto los referidos textos legales, incluidas las contenidas en esta ley, así como los cambios de referencia que sean consecuencia de ellas; reunir en el mismo texto disposiciones directa y sustancialmente relacionadas entre sí que se encuentren dispersas; introducir cambios formales, sea en cuanto a redacción, o titulación, a ubicación de preceptos y otros de similar naturaleza, para mantener la correlación lógica y gramatical de las frases; pero todo ello sólo en la medida que sean indispensables para su coordinación y sistematización.


El texto del artículo 41° del decreto supremo N°294, de 1984, del Ministerio de Obras Públicas, a que se refiere el inciso primero, será el que se establece en el número 2 del artículo 1° de esta ley.





Artículo transitorio.-  Los derechos a que se refiere el inciso tercero del artículo 42° del decreto supremo N°294, de 1984, del Ministerio de Obras Públicas, sólo serán exigibles respecto de aquellos permisos y contratos de concesión, otorgados con posterioridad a la publicación de esta ley.”





Por acuerdo unánime de la Comisión, se designó Diputado Informante al señor García, don René.





SALA DE LA COMISIÓN, a 13 de junio de 1995.






































Acordado en sesiones de fecha 5 y 12 de abril, 3, 10, 17 y 31 de mayo de 1995, con asistencia de los Diputados señores Rocha, don Jaime (Presidente); Encina, don Francisco; García, don René; Hurtado, don José María; Jara, don Octavio; Letelier, don Felipe; Longueira, don Pablo; Pérez, don Víctor; Sabag, don Hosain; Salas, don Edmundo; Taladriz, don Juan Enrique; Tohá, don Isidro, y Venegas, don Samuel.




















PATRICIO ÁLVAREZ VALENZUELA, 


Secretario de la Comisión.


